PROYECTO DE COMUNICACIÓN
Pedido de Informe

La Cámara de Diputados solicita al Poder Ejecutivo que por intermedio de los organismos que correspondan y en relación a las políticas públicas destinadas a la niñez y la adolescencia en nuestra provincia, informe lo siguiente: 

1) Listado de organismos estatales que en el ámbito provincial aborden políticas públicas destinadas a niños/ñas y adolescentes.

2) Listado de planes y programas existentes dependientes de cada organismo y cantidad de niños/ñas y adolescentes alcanzados en la ejecución de los mismos.

3) Listado de las organizaciones no gubernamentales que atiendan situaciones de vulneración de derechos de los niños/as y adolescentes, identificando los planes y/o programas que desarrollan y la cantidad de personas abarcadas como destinatarios de los mismos.
4) Montos de las partidas presupuestarias que se destinan para la implementación de los planes y/o programas, disgregado por plan y/o programa.
5) Montos que se otorgan a O.N.Gs., Fundaciones, Asociaciones Civiles y demás organizaciones que ejecutan planes o programas estatales relacionados con los niños/ñas y adolescentes y organismo administrador y fiscalizador de los mismos.
6) Cantidad de niños/ñas y adolescentes se encuentran internados por disposiciones judiciales en todo el ámbito de la provincia.
Sr. Presidente: 

 


La niñez y adolescencia en nuestra provincia atraviesa por una de las etapas más terribles de su historia. Indigencia, gravísimos problemas de salud, deserción escolar y dificultades del grupo familiar para satisfacer las necesidades básicas para su contención y desarrollo, son sólo algunas de las dificultades que atraviesan la vida de los niños/ñas y adolescentes. 

 


Los datos de la realidad son realmente escalofriantes. Según un informe del Movimiento “Los sin techo”, cada día 33 niños ingresan a la indigencia en la ciudad de Santa Fe, más de uno por hora o sea unos 1.000 cada mes. El crecimiento de los niños indigentes es cuatro veces mayor que la cantidad de niños que nacen en los barrios periféricos. La gravedad de la situación no es nueva pero estos datos pueden ser una ocasión para que el problema sea visto en su real magnitud y pase a constituir un problema de estado en nuestro medio. 

 


Pero lo antes planteado no es consecuencia de hechos aislados, sino que se halla inmerso en una realidad que nos dice que la mitad de los santafesinos gana menos de $500 por mes. Así, en esta ciudad, el 70% gana menos de 750 pesos y teniendo en cuenta el ingreso por hogares, el 17,4% de la población vive con 52 pesos por mes. Es decir, 83 mil personas disponen de menos de 2 pesos por día para vivir. Además, el 10% más rico puede gastar 30 veces más que en hogares postergados y así la brecha entre ambos sectores en Santa Fe es igual a la media nacional aunque con una salvedad: el pobre a nivel nacional dispone de 65 pesos y en esta capital, de 52 (INDEC). 

 


Así planteado el panorama es cuanto menos desolador. Pero nuestra función como legisladores es empezar de una buena vez por todas a dar una respuesta concreta en este sentido. 

 


Desde el ámbito nacional, en septiembre del año pasado, se sancionó la Ley Nº 26.061 - “Ley de protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes”, que a su vez, deroga la ley 10.903 de Patronato de Menores. Es por esto que es necesario que comencemos a discutir y lograr a nivel provincial una legislación que regule las políticas públicas a implementarse para la promoción y protección de los derechos de los niños/ñas y adolescentes. 

 


Como fundamento de lo mencionado en el párrafo anterior, no podemos olvidarnos de La Convención sobre los Derechos del Niño, que como Tratado Internacional de Derechos Humanos, implica una ruptura filosófica y jurídica con las concepciones que inspiraron legislaciones y prácticas tutelares y paternalistas. La misma es un punto de partida por el que los niños/ñas y jóvenes dejan de ser considerados como objeto de la beneficencia, protección, tutela, asistencia, corrección o control social, para ser considerados desde el nuevo paradigma de la protección integral como sujetos de derecho.

 


Esta consideración jurídica, debe ser por lo tanto, el nuevo fundamento desde el que se conciban y desarrollen las nuevas políticas públicas destinadas al colectivo niñez y adolescencia. A partir de aquí surge nuestra propuesta de re-discusión y adecuación de las políticas provinciales en relación a este tema. 

 


Asimismo, la Convención reconoce a los niños y adolescentes como titulares de los derechos fundamentales que las Constituciones, los instrumentos internacionales y las leyes asignan a todas las personas, y gozan además de protecciones específicas conforme a sus necesidades por la especificidad de la etapa de la vida en que transitan. La ratificación de la Convención por la ley 23849, y su posterior incorporación en el art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, obliga al Estado y la sociedad a modificar sus roles en relación a la infancia y la adolescencia, debiendo mediante las políticas públicas, garantizar las condiciones necesarias para el pleno y efectivo ejercicio de los derechos y garantías reconocidos y adoptar una perspectiva en su accionar desde todos los ámbitos, que respete su calidad de sujeto de derechos.

 


La actuación del Estado en relación a la población infanto-juvenil se encuentra íntimamente relacionada con la Democracia y la construcción de ciudadanía para todos. Así la provincia tiene una política de obras públicas, una política de turismo o una política de refacciones de playas y paseos, pero lo más acuciante es que debe darse una política de promoción y protección de los derechos de sus recursos humanos. La concepción del niño/ña y adolescente como ciudadanos, lo exige. 

 


Por todo lo expuesto es que solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyectos de comunicación. 
